
 

     
                                                                          

                        
 
 

SIGCMA 

Ubicación  58771 – 10  
Condenado PEDRO ANDRES GALEANO CUESTA 
C.C # 1018503245 

 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 22 de diciembre de 2022, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de reposición contra la providencia del 
VEINTICUATRO (24) de NOVIEMBRE de DOS MIL VEINTIDOS (2022), por el 
término de dos (2) días de conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del 
C.P.P. Vence el dia 23 de diciembre de 2022. 
 
Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación del 
recurso. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
 
Ubicación  58771 
Condenado PEDRO ANDRES GALEANO CUESTA 
C.C # 1018503245 

 
 
 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 26 de Diciembre de 2022, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de los demás sujetos procesales por por el término de dos (2) días de 
conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 27 de 
Diciembre de 2022. 
 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó escrito. 
 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
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Bogotá D.C. Diciembre 19 de 2022 
 
 
 
Doctora 
LAURA PATRICIA GUARIN 
Juez 10 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad  
Ciudad 

 
 

Referencia: Recurso Reposición  
Auto Concede Prisión Domiciliaria Art. 38 B 
PPL. PEDRO ANDRES GALEANO CUESTA 
Proceso. 201802306 NI 58771 
  
 
 
Respetada Doctora:  
 
Comedidamente me dirijo ante su Honorable despacho en virtud de las 
facultades otorgadas legal y constitucionalmente al Ministerio Público, con el 
objeto de presentar recurso de REPOSICION contra la decisión del 24 de 
Noviembre de 2022 mediante la cual otorgó el reconocimiento a PEDRO 
ANDRES GALEANO CUESTA de la prisión domiciliaria en los términos del art. 
38 y 38 B de la ley 599 de 2000. 
 
 
 
ANTECEDENTES  
 
Mediante decisión del 16 de diciembre de 2021 el Juzgado 22 Penal del 
Circuito de Conocimiento, aprobó un preacuerdo y condenó a PEDRO 
ANDRES GALEANO CUESTA a la pena principal de 70 meses de prisión y 
multa de 37 SMLMV por el punible de Lesiones Personales Dolosas 
Agravadas, siendo negado el subrogado de Ejecución Condicional de la Pena.  
 
En providencia del 24 de Noviembre de 2022, su honorable despacho concedió 
la prisión domiciliaria en los términos del art. 38 y 38 B de la ley 599 de 2000 al 
considerar el cumplimiento del requisito exigidos normativa y 
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jurisprudencialmente al tomar como límite objetivo el derivado del delito 
preacordado. 
 
 
FUNDAMENTO DEL DISENSO 
 
El artículo 4° de Ley 599 de 2000, Código Penal en vigencia, la pena cumple 
funciones de prevención general, retribución justa, prevención especial, 
reinserción social y protección al condenado, operando estas dos últimas en el 
momento de la ejecución de la prisión, pero es también finalidad cardinal que 
se procure su resocialización. 
   
La jurisprudencia constitucional ha clasificado los derechos fundamentales de 
los internos en tres categorías1: i) aquellos que pueden ser suspendidos como 
consecuencia de la pena impuesta como la libertad física y la libre locomoción, 
ii) aquellos que son restringidos debido al vínculo de sujeción del recluso para 
con el Estado (como derechos al trabajo, a la educación, a la familia, a la 
intimidad personal y iii) derechos que se mantiene incólumes o intactos que no 
pueden limitarse o suspenderse a pesar que el titular se encuentre sometido al 
encierro, dado a que son inherentes a la naturaleza humana tales como la vida 
e integridad personal, la dignidad, igualdad, la salud y el derecho de petición 
entre otros.- 
 
Los presupuestos indispensables para reconocer la prisión domiciliaria, de 
acuerdo con los establecido en el artículo 38 del Código Penal, modificado por 
1. Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima 
prevista en la ley sea de ocho (8) años de prisión o menos. 2. Que no se trate 
de uno de los delitos incluidos en el inciso 2° del artículo 68A de la Ley 599 de 
2000. 3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado. En todo 
caso corresponde al juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer 
con todos los elementos de prueba allegados a la actuación la existencia o 
inexistencia del arraigo. 4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento 
de las obligaciones (…)  
 
El artículo 9º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos señala: “Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie 

 
1 T-267 de 2015 
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podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con 
arreglo al procedimiento establecido en ésta”. 
 
En el preciso evento que nos ocupa y es objeto de controversia, se observa 
que al ciudadano GALEANO CUESTA le fue aprobado un preacuerdo por parte 
de la juez de conocimiento bajo la premisa que el delito inicialmente imputado y 
acusado tenía una base probatoria y que la modificación a la calificación 
jurídica realizada en virtud de la negociación se realizó solo para efectos 
punitivos y no por una modificación fáctica de la calificación jurídica del delito 
de Homicidio imperfecto por el cual se le vinculó inicialmente al proceso. 
 
como contraprestación negocial, se le reconoció la pena propia de las Lesiones 
Personales Dolosas Agravadas bajo una especie de ficción legal y no 
dogmática dado que de acuerdo con los elementos que fueron puestos a 
consideración el riesgo para la vida de la víctima existió. 
 
Con fundamento entonces en la sanción mínima prevista para el ilícito 
inicialmente imputado y acusado de Homicidio Tentado - 8.6 años de prisión 
que permitió la actividad negocial entre Acusado y Delegado Fiscal es que 
debe realizarse el estudio de los mecanismos sustitutivos de la pena; dado que 
la regulación legal y jurisprudencial de los preacuerdos obliga al análisis de 
acuerdo con los elementos que respaldan lo efectivamente sucedido y probado 
y no bajo ficciones creadas dentro de la justicia negocial pues el marco 
discrecional otorgado a la Fiscalía no es absoluto y el encuadramiento jurídico 
deviene que los elementos recolectados en los actos de investigación 
originarios de la imputación, teniendo en cuenta los respectivos extremos 
punitivos predeterminados en la ley.  
 
Si bien, podría pensarse la existencia de una controversia frente a si es el 
punible que derivó la imputación/acusación o el finalmente negociado sobre el 
cual deben estudiarse los mecanismos sustitutivos de la pena; el máximo 
órgano de la justicia Ordinaria como tesis mayoritaria y al analizar un caso 
similar, de modificación de los efectos punitivos de una conducta en forma 
negocial, señala:  “La Corte entendió que, así como sucedió en la sentencia 
SP486-2018, Rad. 50000, el fallo se dictó de conformidad con lo convenido, sólo 
que en eso no hubo cambio alguno de calificación y que la remisión, en aquel 
caso, a las circunstancias de marginalidad fue solo para efectos punitivos” Y 
agrega “Por tanto, como se condenó como autor a quien ostentaba tal 
condición y así lo aceptó por vía del preacuerdo, deben aplicarse en su 
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respecto todas las consecuencias jurídicas, especialmente si se trata de 
subrogados penales, así se le haya impuesto la sanción del cómplice la cual 
fue referida exclusivamente para fines punitivos y no como un cambio de la 
tipicidad”.2   
 
Bajo estas consideraciones y al verse superado el factor objetivo de 8 años 
exigido por el art. 38 B, atentamente solicito a su señoría reponer la providencia 
emitida por la Juez 10 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y en su 
lugar negar la prisión domiciliaria en virtud del art. 38 y 38 B de la Ley 599 de 
2000. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
LINA MARCELA MARRUGO ROMERO  
Procuradora 372 Judicial I Penal 
 

 
2 JOSÉ FRANCISCO ACUÑA VIZCAYA GERSON CHAVERRA CASTRO MP SP359-2022 Rad 54535 
Bogotá D.C., dieciséis (16) de febrero de dos mil veintidós (2022). 
 


